Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 17 minutos) 
- Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado remite copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por la Edila de la Junta Departamental de Florida, señora Amanda Della Ventura, en 
sesión de la Junta de fecha 8 de marzo de 2012, sobre inserción social para ex reclusos.” 


-Recomiendo leer este material, ya que considero que es muy interesante la propuesta. 


Según nuestra agenda, corresponde continuar trabajando sobre el proyecto de ley de 
promoción del voluntariado con fines de bien común. En la última sesión, a propuesta del señor 
Senador Solari, casi habíamos llegado a un consenso con respecto a que sería conveniente que 
existiera una sola ley relativa al voluntariado que integre aquel que estaba dirigido a temas del bien 
público con el de esta iniciativa a estudio, que está dirigido a una cuestión más general, definida como 
bien común. Tal vez el señor Senador Solari haya traído una propuesta al respecto. 


SEÑOR SOLARI.- Efectivamente, señor Presidente. Siguiendo la regla de que quien habla, escribe, 
pedí a mis colaboradores -y, específicamente, a la Licenciada Gloria Robaina- que estudiaran el 
comparativo que se nos entregó por parte de Secretaría -y que agradezco- donde figuran el proyecto 
de ley que nos remite la Cámara de Representantes, la ley vigente en la materia -que es la de 
voluntariado social- y la iniciativa que fue aprobada en esta Comisión en la Legislatura anterior, que fue 
remitida a la Cámara de Representantes y que había pasado a archivo porque no hubo tiempo de 
considerarla. La idea era que figuraran en un mismo lugar todas las disposiciones que estamos 
considerando. 


Por otra parte, pediría la autorización de la Comisión para que la Licenciada Robaina pudiera 
asesorarnos y exponer personalmente respecto al tema; esto podría ser en la sesión de hoy, dentro de 
algunos minutos, o en la próxima reunión. Luego de analizar las similitudes y diferencias entre el 
proyecto que proviene de la Cámara de Representantes, el aprobado por esta Comisión en la 
Legislatura anterior y la ley vigente, desde mi punto de vista tiene sentido que se modifique la norma 
actual y que se deje todo en un único cuerpo porque, en realidad, el voluntariado es una acción de 
dedicación de tiempo para una finalidad de bien común que no genera una retribución, y este hecho es 
común a todos. También figuraría en ese proyecto la definición de voluntario, la clase de relación que él 
tiene que guardar con la organización a la cual le brinda su tiempo, los distintos tipos de inscripciones a 
fin de controlar, por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que no sea un trabajo 
remunerado encubierto y, a su vez, las personerías jurídicas. 


En función de ese convencimiento personal -que puede no ser compartido por el resto de los 
integrantes de la Comisión- he solicitado a la Licenciada Robaina que redactara un proyecto que 
mostrara cómo quedaría la Ley N* 17.885 con las modificaciones que habría que introducirle para 
contemplar las situaciones previstas en el proyecto de la Cámara de Representantes, así como en el 
aprobado por la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Legislatura anterior. 


Básicamente, lo único que se modifica es la redacción porque los conceptos son los mismos. 
Hay algunas especificidades acerca de la situación de quien trabaja como voluntario en una 
organización, ya sea cuando lo hace en el ámbito privado exclusivamente o en el caso de realizarlo en 
un organismo público, como puede ser ASSE o el INAU. 


En ello es en lo que he avanzado desde la última sesión y, por tanto, tenemos pronta la 
redacción para presentarla cuando disponga la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo a la Comisión que estuvimos trabajando sobre el punto y también 
vamos a presentar una propuesta al respecto. 


Las personas que me asesoraron sobre este tema consideraron que el segundo proyecto 
estaba mejor armado que el primero, dado que fue desarrollado en aquel momento en base a una 
mayor urgencia. Por lo tanto, la propuesta que vamos a presentar gira alrededor del proyecto que 
tenemos a consideración. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera que me aclarara si, de cualquier manera, la intención de la Comisión es 
quedarse con un único proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, estamos de acuerdo con esa idea. 


En principio -hay que analizar las iniciativas presentadas- estaríamos difiriendo en que en 
nuestro caso el punto de partida es el proyecto de ley en consideración que, por decirlo de alguna 
manera, se vería enriquecido con la Ley N* 17.885, la que estaríamos derogando para aprobar otra 
que incluyera tanto el voluntariado de bien público como el con fines de bien común. 


Queremos agregar una propuesta realizada por el Inspector General de Trabajo y Seguridad 
Social, doctor Roballo, en cuanto a prever lo indicado por las normas del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, así como un artículo sobre la responsabilidad frente a terceros, que quizás lleve más 
tiempo de discusión. Todavía queda en el tintero discutir un poco más el tema del proselitismo, que por 
el momento no estamos incluyendo. No sé si el señor Senador estaba incorporando la prohibición del 
proselitismo. 


SEÑOR SOLARI.- No, señor Presidente; no he incluido el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, nosotros tampoco lo haríamos, pero era algo que estuvo en 
discusión en la Comisión. 


El otro tema es la exoneración impositiva del artículo 69 y alguna mención con respecto a la 
explicitación de la no sustitución de los empleos formales, para ver de qué manera se hace; el otro 
puno tiene que ver con la jornada diaria del niño y el adolescente, que en caso de agregar lo que 
establece el Código de la Niñez y la Adolescencia, podría ser que no fuera necesario. Estoy 
adelantando diferencias con respecto a lo que ya figuraba. Me parece que esos son los temas 
principales. De todas maneras, deberíamos acordar en la Comisión si intercambiamos los proyectos y 
consideramos este punto en la próxima sesión, en la que ya se podría incluir la audiencia con la 
asesora del señor Senador Solari. Otra posibilidad, si los señores Senadores así lo entienden, es que 
ya adelantemos la tarea, pero creo que si llevamos las propuestas y consideramos el tema en la 
próxima sesión, podría ser más beneficioso. 


SEÑOR SOLARI.- A los efectos de aprovechar el tiempo, deberíamos tomar como base la propuesta 
traída por el señor Presidente porque, incluso, desde el punto de vista legislativo, es la más económica 
de todas. Se trata de un proyecto de ley que tiene aprobación de una de las Cámaras en esta 
Legislatura, por cuanto le haríamos alguna adición o modificación para volver luego a esa Cámara, por 
lo que muy probablemente lograríamos aprobarla este año. Reitero que de la lectura que hice del 
comparativo no surgen diferencias muy importantes y las que hay son a partir de determinadas 
situaciones. De manera que deberíamos comenzar con el tratamiento de la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como propuso el señor Senador Solari continuamos nuestro trabajo con el 
estudio del proyecto de ley presentado por quien habla. 


SEÑOR SOLARI.- Si me permite señor Presidente, sé que puede ser más engorroso, pero solicito que 
se lea el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Léase el artículo 1*. 


(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Declárase de interés general la promoción del voluntariado con fines de bien 


común”. 
-En consideración. 
El artículo 1% queda tal cual está redactado. 
Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Se considera voluntaria o voluntario a la persona física que por su libre elección 
ofrece su tiempo y competencias con fines de bien común. 


Esta actividad se desarrollará sin recibir remuneración monetaria u otra contraprestación, 
siendo ajena al ámbito de la relación laboral y de la seguridad social”. 


-En consideración. 
Este artículo tampoco contiene diferencias. 
Léase el artículo 3. 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- (Definición del bien común).- Se entiende por actividades de bien común 
aquellas dirigidas a crear el conjunto de condiciones sociales que favorecen el desarrollo integral de 
todos y cada uno de los miembros de la comunidao”. 


-En consideración. 
Este artículo tampoco contiene diferencias. 
Léase el artículo 4*. 

(Se lee:) 


“Artículo 4%. (Marco de actuación de los voluntarios).- Las actividades del voluntariado social 
comprendidas en la presente ley son las que se desarrollan en el marco de instituciones públicas o 
privadas, (asociaciones civiles sin fines de lucro, fundaciones, instituciones de educación formal y no 
formal cualquiera sea su forma jurídica), que participan en programas o proyectos de desarrollo social y 
que persiguen finalidades y objetivos propios del bien común”. 


-En consideración. 


SEÑOR SOLARI.- El artículo 4%, a pesar de que tiene un acápite distinto, se corresponde con el 
Capítulo IV del proyecto de ley enviado por la Cámara de Representantes y con el artículo 3% de la ley 
que está vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Están unidos. 


SEÑOR SOLARI.- Unen ambos conceptos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ya adelanté, no fue incluido en la discusión de la Comisión en torno a la 
exoneración impositiva del artículo 69 de la Constitución de la República. Quiere decir que hay tres 
incisos del proyecto de ley que no han sido incluidos. 


SEÑOR SOLARI.- Tampoco fue incluida la prohibición de que los voluntarios u otras organizaciones 
realicen proselitismo político, religioso o de otra naturaleza. Pero estoy de acuerdo con la redacción 
que vino de la Cámara de Representantes. 


Quisiera reflexionar acerca de algo sobre lo que muchas veces me confundo. En el 
voluntariado debemos tener en cuenta, por un lado, al conjunto de personas que reciben un beneficio - 
ya sea, por ejemplo, porque la ayudan a construir su casa o a que sus hijos lean mejor- y que pueden 
o no ser parte de una institución y, por otro, al voluntario, es decir, a la persona que ofrece su tiempo, 
su trabajo y su competencia en forma no remunerada y voluntariamente para brindar un servicio. 
Generalmente, entre estas dos partes hay algún tipo de intermediario, ya sea una organización no 
gubernamental, una fundación o lo que fuere. El voluntario es siempre una persona física y el 
intermediario es generalmente una organización sin fines de lucro del sector privado, pero no hay nada 
que impida que sea una organización del sector público. Por ejemplo, no recuerdo si las voluntarias del 
Hospital Pereira Rossell tienen o no personería jurídica o si actúan dentro de la personería jurídica del 
propio Hospital o de ASSE, porque perfectamente podría ser así. Cuando los beneficiarios están 
organizados, pueden estarlo en forma pública o privada. Hago esta distinción porque creo que en el 
artículo 4% sería conveniente aclarar estas alternativas -si es a nivel público o privado- en cuanto al 
beneficiario final, cuando este está organizado; además, considero que deben explicitarse las 
alternativas cuando hay alguna organización intermedia que nuclea a los voluntarios. En el caso de Un 
techo para mi País, se trata de una organización privada que brinda servicios a una cantidad de 
vecinos que generalmente no están organizados. Como decía, en el caso de las voluntarias del Pereira 
Rossell, pueden estar beneficiando a los pacientes del Hospital, que es un ente público, pero si no 
tienen personería jurídica son parte de la personería jurídica pública. Dejo esto como una reflexión para 
tener en cuenta porque me parece que si no hacemos la distinción entre voluntario, intermediario y 
beneficiario final, a veces -al menos eso sucede en mi caso- nos podemos confundir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos valorar lo que aporta el señor Senador Solari. De todas maneras, el 
marco está referido ahora a instituciones públicas o privadas, es decir, a las dos. En el artículo 4% se 
dice: “Las actividades del voluntariado social comprendidas en la presente ley son las que se 
desarrollan en el marco de instituciones públicas o privadas, (asociaciones civiles sin fines de lucro, 
fundaciones, instituciones de educación formal y no formal cualquiera sea su forma jurídica),” etcétera. 
Quizás aquí sea donde el Senador puede explicitar su inquietud. 


SEÑOR SOLARI.- Esto tiene relación con el tema de la exoneración, porque si son públicas ya están 
exoneradas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después tenemos que analizar otro elemento que deberemos determinar si es 
necesario incluir en el marco de esta propuesta. Concretamente, en la Ley N* 17.885, el artículo 3" 
incluye un inciso que es el siguiente: “Los servicios de los voluntarios no podrán ser utilizados para 
sustituir empleos formales o evadir obligaciones con los trabajadores y su prestación es ajena al ámbito 
de la relación laboral y de la seguridad social.” Simplemente hago esta mención para que lo tengamos 
en cuenta y observemos si en el resto de la normativa propuesta está o no contemplado, porque no 
está expresado de esta manera. 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%. (Acuerdo entre las entidades y el voluntario).- La relación de las personas 
voluntarias con las entidades públicas o privadas en las que se ejerce el voluntariado, deberá 
formalizarse por escrito en un acuerdo que contemple el alcance de la acción a desempeñar, debiendo 
constar los datos personales de dicho voluntario. 


El acuerdo podrá ser dejado sin efecto, de común acuerdo o por la rescisión unilateral de 
cualquiera de las partes, sin necesidad de expresión de causa y en forma escrita. La entidad tendrá la 
carga de inscripción de la finalización de la relación con la persona voluntaria, cualquiera sea la causa 
o modalidad de ese término. 


Las actividades de voluntariado social realizadas en instituciones públicas no generarán 
derechos para el ingreso a la función pública. 


Tratándose de menores de edad deberá constar en el mismo el consentimiento expreso de 
los representantes legales de los niños, niñas y adolescentes, quienes siempre deberán tener más de 
trece años de edad. 


Las entidades públicas o privadas en las que se ejerce el voluntariado, serán responsables 
de establecer al menos el mismo marco de protección respecto a los menores previsto en el Código de 
la Niñez y la Adolescencia, Capítulo XIl, Ley N* 17.823.” 


-Excepto el último inciso, los cinco anteriores ya estaban incluidos en la Ley N* 17.885 o en 
el proyecto que estamos tratando. 


En consideración. 


SEÑOR SOLARI.- El inciso segundo dice: “El acuerdo podrá ser dejado sin efecto, de común acuerdo 
o por la rescisión unilateral de cualquiera de las partes, sin necesidad de expresión de causa y en 
forma escrita. La entidad tendrá la carga de inscripción de la finalización de la relación con la persona 
voluntaria, cualquiera sea la causa o modalidad de ese término.” Aquí se hace relación a una 
inscripción que no tiene ninguna referencia anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La inscripción se establece después en otro artículo, señor Senador. Tal vez 
habría que incluirla antes, como usted plantea. 


SEÑOR SOLARI.- Quizás habría que agregar, en la última parte del inciso, la inscripción a que hace 
referencia; de todas maneras, queda un poco “colgado”. 


En el párrafo siguiente se señala que las actividades de voluntariado social en instituciones 
públicas no generan derechos para el ingreso. ¿Puede entenderse que tampoco generan méritos? 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que en principio no, porque al hablarse de derechos, se está haciendo 
referencia a la posibilidad de que alguien pueda tener una pretensión de que le asiste un elemento 
jurídico a su favor para reclamar el ingreso a la función pública. Me parece que esto no excluye la 
posibilidad de que esas actividades puedan ser tomadas en cuenta, eventualmente, como un mérito si 
un día esa persona se presenta para ejercer la función pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, va a haber un registro en donde la persona deje constancia de que 
desarrolló determinada actividad de voluntariado, lo que puede estar unido a la obtención de 
capacidades. De manera que puede integrar un currículum y, por lo tanto, ser un mérito para 
presentarse en un concurso público o privado. 


SEÑOR SOLARI.- Me parecía importante dejar constancia en la versión taquigráfica de que al hablar 
de que no se generarán derechos para el ingreso a la función pública, esto no impide que sí genere 
méritos, antecedentes o lo que fuere. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR SOLARI.- El señor Presidente decía que lo único que se agrega es el último inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, el resto estaba en la ley o en el proyecto. El último inciso es el que 
estamos proponiendo agregar, a instancias de una propuesta que hizo el doctor Roballo. 


Léase el artículo 6”. 
(Se lee:) 


“Artículo 6%. (Del contralor de las actividades de los voluntarios).- El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social tendrá a su cargo el contralor de la actividad del voluntariado, y creará un registro en 
el que las entidades previstas en el artículo 4” de la presente ley, deberán inscribir a las personas que 
realicen actividades de voluntariado, conforme con lo que se establezca en la reglamentación 
correspondiente. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá remitir periódicamente a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, la nómina de voluntarios que realicen tareas en programas bajo la 
responsabilidad de entidades públicas que en forma directa o indirecta utilicen la colaboración de los 
mismos”. 


-En consideración. 


SEÑOR SOLARI.- No tengo ningún comentario para realizar sobre el primer inciso, pero sí sobre el 
segundo. Creo que lo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social debería remitir a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y a la división de Personerías Jurídicas del Ministerio de Educación y Cultura 
es la nómina de entidades y no de voluntarios. ¿Para qué le sirve a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil recibir la información de una nómina de cien, doscientas o trescientas mil personas que realizan 
trabajo voluntario en una organización pública sin ser servidores del Estado? Ahora bien, puede 
suceder que sean servidores del Estado y que también trabajen como voluntarios. Por ejemplo, una 
persona puede ser auxiliar de enfermería en el Hospital Maciel y trabajar como voluntaria de 
enfermería en el Cottolengo Don Orione sin recibir retribución. ¿Acaso esa información le importa a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil? ¿Para qué le sirve? 


SEÑORA SECRETARIA.- Este artículo se corresponde con el artículo 6% de la Ley N* 17.885, que 
refiere al caso específico de las actividades públicas. Quizás se tomó por esa razón. En el artículo se 
podría agregar que se refiere al caso de las instituciones públicas. 


SEÑOR DA ROSA.- Ese artículo refiere específicamente a las actividades públicas. De cualquier 
manera, también es verdad que la Oficina Nacional del Servicio Civil lleva un registro y actúa respecto 
de los funcionarios públicos, esto es, de quienes prestan funciones en el Estado. Ahora bien, aquí 
estamos hablando de personas o instituciones que no pertenecen al Estado y, en ese sentido, me 
sumo a lo planteado por el señor Senador Solari en cuanto a por qué la Oficina Nacional del Servicio 
Civil debe llevar un registro de casos en los que no está involucrado el ejercicio de la función pública. 
Quizás sea simplemente para contar con una especie de antecedente. 


SEÑOR LORIER.- En el primer inciso del artículo 6% queda comprendido todo el universo del 
voluntariado, tanto el público como el privado, porque expresa que el contralor de la actividad del 
voluntariado estará a cargo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el que llevará un registro de 
las entidades previstas en el artículo 4% y estas, en el marco de la nueva ley, son tanto las instituciones 
públicas como las privadas. Por ese lado tenemos todo el universo de voluntarios que podrán actuar 
tanto en instituciones públicas como privadas, controlados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. El segundo inciso es más específico y ahí la Oficina Nacional del Servicio Civil va a tener 
injerencia con relación a los que actúen en programas bajo la responsabilidad de entidades públicas 
que en forma directa o indirecta utilicen su colaboración. Aquí es donde veo la diferencia; todo el 
universo del voluntariado va a estar controlado por el Estado a través del Ministerio y su registro para la 
actividad pública. Quizá esto tenga relación con los cuidados que se tuvieron cuando en 2005 se 
analizó el proyecto de ley para que, por distintas vías, no se permitiera ingresar de forma encubierta a 
la actividad pública. Eso estuvo muy presente en la Comisión cuando se discutió el tema. 


Ahora aparece la duplicación de controles para una parte del universo del voluntariado. Por 
un lado, el del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, por otro, el de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. Entiendo que por ahí se podría encontrar la explicación de por qué aparece la Oficina Nacional 
del Servicio Civil en el marco de la nueva ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En general, después de que se cierra el presupuesto y se determina el 
financiamiento de los materiales e insumos que se necesitan, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
aporta los recursos humanos, porque de esa forma sabemos con cuántos se llevaron adelante esas 
actividades. Algunas van a tener un presupuesto para materiales e insumos, pero no van a disponer de 
los recursos humanos, aunque de todas maneras, vamos necesitar esa información. 


Es mejor que por el momento no descartemos a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR SOLARI.- Tenemos una gran ventaja y es que hay una norma que ya existe y que tiene seis o 
siete años de vigencia. Le propongo a la Comisión que encomiende al señor Presidente para que hable 
con el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil para ver qué resultados ha tenido el artículo 6 
de la Ley N* 17.885. Si en estos años no se ha hecho nada, quiere decir que el sistema puede 
funcionar perfectamente bien sin esta disposición. ¿Estaríamos a la espera de esa consulta? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, haríamos la consulta. 
Se pasa a repartir el Capítulo 12 del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 
“Artículo 7%. (Derechos del voluntario).- El voluntario tiene los siguientes derechos: 


Recibir la información, la formación, la orientación, el apoyo y los recursos necesarios para el 
ejercicio de las funciones que se le asignen, desde el momento de su ingreso a la tarea y durante el 
desarrollo de su actividad voluntaria. 


El respeto a su libertad, dignidad, intimidad, creencias y al tratamiento sin discriminación alguna. 


La colaboración activa en la organización, la elaboración, el diseño, la ejecución y la evaluación 
de las actividades a desarrollar en la entidad en la que se inserte, de acuerdo con sus estatutos o 
normas de funcionamiento. 


Disponer de una identificación que acredite su condición de voluntario emitida por la institución y 
organización respectiva en la que se desempeñe. 


Realizar su actividad en las debidas condiciones de seguridad e higiene en función de la 
naturaleza y características de la tarea. 


Estar cubierto por un seguro de accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo de la 
institución que lo recibe como voluntario. A tales efectos, el Banco de Seguros del Estado 
instrumentará una línea especial con carácter promocional, en virtud del interés público de la actividad 
que es objeto de la presente ley. Las diferentes modalidades de seguro, serán objeto de 
reglamentación. 


El reconocimiento por el valor social de su contribución. 


La certificación de su actuación. 


Realizar su actuación en el marco de los derechos que se deriven de la presente ley.” 
-En consideración. 


Como verán, el literal |) del proyecto anterior, que decía: “La jornada diaria no podrá superar 
las seis horas en el caso del servicio voluntario realizado por los niños, las niñas y los adolescentes 
referidos en inciso segundo del artículo 5% de la presente ley”, fue sustituido por entender que está 
incluido en el último inciso del artículo 5*. 


SEÑOR SOLARI.- Voy a hacer un brevísimo comentario con respecto al literal G), que expresa: “El 
reconocimiento por el valor social de su contribución”. Alguna mente un poco retorcida podría 
interpretarlo como una retribución. Por lo tanto, sugiero sustituir la redacción por la siguiente: “El 
reconocimiento no monetario por el valor social de su contribución”, lo que no impide que le den una 
placa, una botella de Coca Cola o lo que fuere, pero no podrá recibir dinero en función del trabajo. 
Quizás quedaría mejor la expresión “reconocimiento no remunerado”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al tema del seguro -que fue motivo de discusión en la última 
sesión- al consultar la versión taquigráfica del debate en la Cámara de Representantes encontramos 
interesante el planteamiento que se hizo con relación a la exclusividad del Banco de Seguros del 
Estado en esta materia. El motivo de ello es, justamente, que va a instrumentar una promoción en este 
ámbito, cosa que no podría hacer ninguna de las otras instituciones de seguros privados del país. 


Entonces, no estamos creando un monopolio; eso fue muy claro. Además, hay que tener en 
cuenta también la otra arista: tener siempre en consideración que esto no sea una carga que inhabilite 
estas actividades del voluntariado. 


Quiero agregar que fue muy interesante la discusión que tuvo lugar en el momento de la 
votación de este artículo. 


SEÑOR LORIER.- Quiero volver sobre un aspecto que señalara el señor Senador Solari. 


En el inciso segundo del artículo 2”, justamente se habla de que esta actividad se desarrollará 
sin recibir remuneración monetaria u otra contraprestación. Estamos de acuerdo con lo que se ha 
señalado en cuanto a que esta actividad debe ser honoraria, pero sabemos que a veces hay formas de 
pago que no son monetarias; este aspecto no se salvaría de otra forma y esto va en línea con lo que 
veníamos diciendo. Entonces, el literal G) debería decir: “El reconocimiento que no implique 
remuneración monetaria u otra contraprestación por el valor social de su contribución”. 


SEÑOR SOLARI.- En cuanto a la redacción, tal vez sería mejor incluir toda la frase, es decir: “El 
reconocimiento por el valor social de su contribución, el que no podrá tener carácter monetario ni de 
contraprestación”. De esta manera quedaría más claro cuál es el objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos de acuerdo, entonces, con esta propuesta, que sería coherente 
con el artículo 2*. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero decir algo con respecto a las primas que tendrán que pagar por este seguro 
organizaciones que son de carácter netamente voluntario; por ejemplo, estoy pensando en Emaús, que 
es una institución que conozco y que trabaja con voluntarios. Me he preguntado de dónde podrían 
sacar el dinero para pagar esa prima del Banco de Seguros del Estado, por más que seguramente 
sería baja por tratarse de una línea promocional. Y yendo más al fondo, podría pensar que, en la 
medida en que una organización voluntaria tenga como beneficiarios finales a dependientes de un 
organismo del Estado -no estoy hablando del texto, sino de la realidad- podría recibir de este último 
una compensación que le permitiera pagar esas primas de riesgo. Volvamos al ejemplo de las 
voluntarias del Hospital Pereira Rossell. En este caso el riesgo es bajísimo, por lo que serán diez pesos 
por mes por voluntaria, pero de todas formas, además de brindar su trabajo en forma voluntaria, 
tendrían que dar ese dinero para cubrir su propio seguro. Entonces, se podría expresar que las 
organizaciones privadas de voluntarios podrán percibir el monto correspondiente al seguro de aquellas 
instituciones u organizaciones que se beneficien de su actividad. A la vez, se podría decir que para qué 


se quiere establecer eso en la ley si, de cualquier manera, lo que no está prohibido, está permitido. La 
alternativa sería expresar que “deberán recibir de las organizaciones que se beneficien el monto 
correspondiente para pagar el seguro”, pero establecer por ley una obligación de ese tipo sería 
demasiado pesado. Me gustaría que todos los señores Senadores analizaran este tema porque va a 
ser un problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se debería tener en cuenta el comienzo de ese inciso F), que dice: “Estar 
cubierto por un seguro de accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo de la institución que lo 
recibe como voluntario”. Por tanto, ahí es donde se define la institución y es en relación con eso que 
debemos reflexionar en base a lo que expresa el señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- De acuerdo a la primera frase del inciso F), queda claro que la responsabilidad en 
esa materia corresponde a la entidad pública o privada que tome o reciba el aporte del voluntariado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si es necesaria una mejor aclaración, la haría, pero eso es así. 
SEÑOR DA ROSA.- Aquí se expresa que es a cargo de la institución que lo recibe como voluntario. 


SEÑOR LORIER.- La globalidad de este tema incluye, por un lado, a los voluntarios y, por otro, 
las instituciones privadas que organizan y hacen actuar a dichos voluntarios y a las instituciones 
públicas, que también organizan y hacen actuar a esos voluntarios. A su vez, tanto las instituciones 
privadas como las públicas, pueden accionar sobre lo privado y también sobre lo público. Por tanto, el 
problema empieza a complicarse. Creo que una de las cuestiones que tenemos que analizar es la 
experiencia que en estos años han tenido algunos organismos -como el Mides- respecto a cuál ha sido 
el accionar de las organizaciones no gubernamentales o instituciones privadas. En consecuencia, hay 
que ver, por ejemplo, si en algún momento el Mides organizó por sí y ante sí -sin esa intermediación- a 
los voluntarios. En determinado momento los voluntarios iban directamente al Mides, como institución 
pública -sin intermediación alguna- para trabajar en una emergencia social como la que conmovió a 
este país. Es decir que debemos recabar información porque allí pueden haber surgido efectos 
prácticos y concretos, como ser la inscripción o no en la Oficina Nacional del Servicio Civil. Reitero que 
son cuestiones que debemos analizar porque no estamos hablando de algo que se va a iniciar ahora; 
se trata de un camino complejo y en donde se ha entremezclado lo público con lo privado de una 
manera muy interesante. Repito que debemos analizar todos estos datos porque así ha sido la 
realidad. 


En determinado momento se pensó que quizás todo este mundo de voluntarios iba a estar 
dirigido u organizado por el propio Estado -llámese Mides u otro organismo- pero luego la realidad 
mostró que quienes aparecieron con un papel muy fuerte y cubrieron casi todo -no todo- el universo de 
los voluntarios fueron las ONG e instituciones de carácter similar. Me parece que eso es interesante 
porque, luego, el accionar de estas instituciones, si son públicas, puede darse sobre lo público, pero 
también sobre lo privado, como a la inversa: las instituciones privadas pueden accionar sobre lo 
privado, pero también sobre lo público. De esta forma se genera un conjunto de situaciones complejas 
que hacen que el panorama no sea tan simple como uno puede pensar a primera vista. 


Por lo tanto, creo que también deberíamos informarnos acerca de las experiencias existentes 
y cómo ha sido el desarrollo de todo esto en el Ministerio que tuvo la voluntad de que esta ley surgiera 
-y así nos lo hizo saber- como así también en otras organizaciones que hoy están trabajando en ese 
sentido. Se trata de una rica experiencia social acumulada que por lo menos deberíamos conocer, 
para luego poder legislar mejor. Es sobre la base de ese conocimiento en lo práctico que la legislación 
puede estar mejor elaborada y, de esa manera, frenar cuestiones que son complejísimas. Digo esto 
porque siempre se han dado situaciones muy polémicas en torno a, por ejemplo -esto lo sabemos de 
primera mano- personas que por ser voluntarias creían tener derecho a ingresar en la función pública, 
aun cuando la norma dijera otra cosa. Y, a la inversa, se han dado muchos casos en que determinadas 
ONG u otras organizaciones privadas se han colocado en la intermediación con fines que favorecían 
más su propio desarrollo, que las funciones que debían cumplir. Este es un peligro latente que siempre 
debemos atender. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según ha entendido la Presidencia, al inicio de su exposición el señor 
Senador Lorier propuso consultar también al Ministerio de Desarrollo Social para ver cómo se ha 


manejado este tema, dado que en la Ley N* 17.885 ya estaba incluida esta obligación. A su vez, se 
puede hacer lo propio con la Oficina Nacional del Servicio Civil y los registros, de acuerdo a lo 
solicitado por el señor Senador Solari. 


SEÑOR LORIER.- Incluso, quizás haya otras instituciones. Una parte importante del accionar del Plan 
Juntos tiene que ver con el voluntariado -ahora acabamos de recibir un proyecto de ley diferente, que 
establece una remuneración- y sabemos que hubo otras actividades donde puede haberse utilizado 
también esa figura. Realmente, no tengo conocimiento de qué organizaciones estatales han utilizado 
este instrumento, pero me parece que sería bueno que esta Comisión supiera qué fue lo que ocurrió en 
la práctica. 


SEÑOR DA ROSA.- Por mi parte, viví una experiencia de este tipo cuando estaba en la Intendencia. 
Recuerdo que un colegio jesuita ubicado en Tacuarembó tenía un grupo de voluntarios llamado “Los 
Castores”, que ayudaba a distintas obras sociales, e incluso muchas veces trabajaba con la 
Intendencia en programas como, por ejemplo, de refacción de viviendas modestas a las que se les 
había volado el techo o se habían incendiado, etcétera. Ellos prestaban una actividad importante y 
participaban de las tareas; obviamente, lo hacían sin sujeción a leyes o reglamentaciones, porque no 
existían. Pero, sin duda, hablamos de una actividad que en muchos lugares se da en forma 
espontánea y natural. 


SEÑOR LORIER.- Las Intendencias forman parte de otro universo muy importante, donde se han 
desarrollado experiencias que no conocemos a nivel nacional y tampoco se han generalizado 
demasiado. Comparto lo que ha dicho el señor Senador porque lo he visto y vivido en Florida; incluso, 
ha habido experiencias prácticas. Imagino lo que debe estar ocurriendo en Tacuarembó, y algo similar 
debe suceder también en otros lugares del país. 


SEÑOR SOLAR!I.- Estoy totalmente de acuerdo con lo manifestado por el señor Senador Lorier. Con el 
ánimo de hacer un agregado a su propuesta sugiero que, además de consultar a las autoridades del 
Mides, hagamos lo propio con las autoridades del Banco de Seguros del Estado involucradas en la 
implementación de los seguros establecidos en la Ley N* 17.885, de modo de saber si hay pólizas 
diferenciadas en los tipos de riesgo cubiertos y tener una idea del monto promedio por póliza. 


Este artículo busca proteger al voluntario de un posible accidente e inducirlo a que se cuide. 
Sin embargo, tal vez la solución definitiva se encuentre en un subsidio al voluntariado, establecido en el 
presupuesto, con destino al pago de las primas de este programa especial del Banco de Seguros del 
Estado. 


SEÑOR LORIER.- En todos los casos hemos hablado y estimulado al voluntario de una entidad 
privada o pública; en este horizonte, el voluntario individual no aparece. Sin embargo, me consta que 
hay muchos voluntarios que no pasan por la intermediación de las ONG ni por otras cuestiones, y que 
realmente constituyen la máxima expresión del voluntariado con el sentido que queremos que tenga, o 
sea, con lo más profundo de su esencia. Me refiero a personas que vemos en la sociedad uruguaya 
haciendo cosas que son muy importantes, pero que nunca se van a vincular a organización alguna. 
Entonces, tenemos que debatir si hay que estimular la organización desde lo social, o a través de este 
universo que existe y es real. A veces la ley regula sin ver la realidad concreta. Hay individualidades 
que hacen un trabajo maravilloso en la sociedad, que después no es tenido en cuenta. Creo que eso 
merece una reflexión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, podemos seguir reflexionando sobre lo que en el artículo 4? se 
denominó el “Marco de actuación de los voluntarios”. 


Léase el artículo 8”. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Son responsabilidades de las personas voluntarias: 


Cumplir los compromisos adquiridos con la entidad en la que ejerce el voluntariado o con las entidades 
públicas o privadas con las que se relacionen en sus acciones, respetando sus fines y normativa. 


Rechazar cualquier contraprestación por parte del beneficiario o de otras personas relacionadas con su 
acción. 


Respetar los derechos, la libertad, la dignidad, la intimidad y las creencias de las personas o grupos a 
los que dirige su actividad. 


Dar el consentimiento expreso y por escrito para el examen psicofísico previo, cuando la naturaleza de 
las actividades a realizar lo demande. 


Participar en las actividades formativas previstas por la organización, institución o entidad en las que 
actúe, tales como la capacitación para cumplir las funciones cometidas y las que se requieran con 
carácter permanente para mantener la calidad de los servicios que se presten. 


Utilizar adecuadamente los recursos materiales que ponga a su disposición la institución u organización 
a la que se vincula y efectuar la rendición de cuentas correspondiente al finalizar la tarea asignada. 


Informar a la entidad, con la antelación que acordaren, su inasistencia a las actividades o su decisión 
de renunciar a sus tareas, con el objeto de adoptar las medidas necesarias para evitar un perjuicio en 
la labor encomendada. 


Cumplir con las obligaciones que surjan del acuerdo de colaboración al que se refiere el inciso primero 
del artículo 5% de la presente ley y del resto del ordenamiento jurídico.” 


-En consideración. 


En este artículo casi no hubo variaciones; únicamente no está incluido el último inciso, que 
hacía referencia a la prohibición de realizar proselitismo político, religioso o de alguna otra naturaleza. 


SEÑOR SOLARI.- Obviamente, el vínculo entre un voluntario y una organización -ya sea que esta 
aglutine voluntarios para hacer determinada tarea o, directamente, los utilice para brindar un servicio- 
es peculiar. Se trata de un vínculo de buena voluntad y de palabra, no de tipo contractual. Cuando en 
los artículos 7% y 8% se habla de derechos y deberes de los voluntarios, inmediatamente me surge 
preguntarme qué sucede si hay incumplimiento de alguno de los deberes. En esa línea de 
razonamiento cabe plantearse cuáles serían las sanciones en caso de incumplimiento, ya sea por parte 
de la organización en cuanto a respetar los derechos del voluntario, o por parte del voluntario en sus 
obligaciones. Creo que en el texto habría que expresar algo al respecto, aunque solo fuera para 
demostrar que uno hace sus deberes con cierta responsabilidad. 


En lo personal, me parece que las sanciones por incumplimiento deberían tener un límite que 
protegiera adecuadamente al voluntario y a la organización; así, desde mi punto de vista, no 
correspondería, por ejemplo, aplicar una sanción de tipo monetario. A mi juicio, dependiendo de la falta, 
la institución podrá o no -como parte de la sanción- tener la obligación de denunciar a la organización 
ante la justicia si incurre en hechos de carácter delictivo. Pero después, en el relacionamiento entre el 
voluntario y la organización, las sanciones tendrían que ser una observación o una amonestación y, 
eventualmente una separación, pero no tener otro carácter. Es un tema un poco especial porque, como 
ya dije, no se trata de un contrato y no queremos que lo sea ni que tenga sus características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador observa, el literal H) dice: “Cumplir con las obligaciones 
que surjan del acuerdo de colaboración al que se refiere el inciso primero del artículo 5 de la presente 
ley y del resto del ordenamiento jurídico.” Ahí ya se está derivando hacia un ordenamiento jurídico 
determinado. El inciso primero del artículo 5% a que hace referencia expresa: “La relación de las 
personas voluntarias con las entidades públicas o privadas en las que se ejerce el voluntariado, deberá 
formalizarse por escrito en un acuerdo que contemple el alcance de la acción a desempeñar, debiendo 
constar los datos personales de dicho voluntario.” No soy abogado, pero cuando hay una acción de 


estas características que tiene una expresión de este tipo -es decir, un acuerdo escrito- me parece que 
deriva inmediatamente hacia lo que expresa el literal H), cuando habla del resto del ordenamiento 
jurídico. 


SEÑOR DA ROSA.- Cuando dice: “Cumplir con las obligaciones que surjan del acuerdo de 
colaboración a que se refiere el inciso del artículo 5% de la presente ley”, no se genera ningún tipo de 
dudas. Pero cuando se expresa “y del resto del ordenamiento jurídico”, ahí sí se me generan dudas en 
cuanto a la extensión del concepto. ¿Estamos hablando del conjunto de normas jurídicas que se 
refieren a la cuestión? ¿Estamos hablando de las demás disposiciones de la ley, pero no de otras que 
sean ajenas a esta ley, especificamente? Debemos tener en cuenta que el concepto de ordenamiento 
jurídico es muy amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto ya se establece en la Ley N* 17.885, que está vigente; no sé cómo se 
habrá entendido en aquel momento. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Esta ley está reglamentada? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sí, porque ha sido utilizada. 
SEÑOR LORIER.- A mi juicio sí, señora Senadora, porque tiene más de cinco años. 


SEÑORA XAVIER.- Podríamos verificarlo, señor Presidente. De esa forma, podríamos ver el alcance 
que se le dio en concreto. Así como el señor Senador Solari planteó muy atinadamente la información 
del Banco de Seguros del Estado -que, por otra parte, fue un tema muy discutido en la Legislatura 
pasada por la cobertura y la seguridad de los voluntarios- me parece que en lo que respecta a este 
tema podría ayudarnos a encontrar una redacción que se adecue a las necesidades o, de lo contrario 
ajustar la que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto, señora Senadora. 


Pregunto al señor Senador Da Rosa, si está de acuerdo con el planteo de la señora 
Senadora. 


SEÑOR DA ROSA.- Sí, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a proceder a consultar la reglamentación. 
SEÑOR DA ROSA.- O sea que dejamos este inciso en suspenso. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si, señor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- De cualquier manera, me sigue preocupando el hecho de que establecemos una 
serie de obligaciones cuyo incumplimiento puede ser sancionado, pero no están delimitadas las 
sanciones. Si la ley no prevé que haya sanciones en caso de incumplimiento, esto no puede ser 
determinado por la reglamentación. 


SEÑOR LORIER.- Compartiendo lo que expresa el señor Senador Solari, creo que uno de los 
mecanismos que podemos utilizar es averiguar si existe en la experiencia acumulada algún caso 
concreto de incumplimiento y cómo se actuó. La otra posibilidad es realizar una consulta a los servicios 
jurídicos que tenemos en el Parlamento. 


SEÑOR SOLAR!I.- ¿Las responsabilidades se entienden como obligaciones en este caso? 


SEÑOR DA ROSA.- La responsabilidad implica responder frente a cualquier situación que afecte a 
terceros. 


SEÑOR SOLAR!I.- El artículo 7* establece los derechos y el artículo 8% las responsabilidades. Una de 
ellas es dar el consentimiento expreso y por escrito para el examen psicofísico previo, cuando la 
naturaleza de la actividad lo requiera. Supongamos que un candidato a voluntario se ofrece a realizar 
determinada actividad pero se niega a hacerse el examen psicofísico porque ya conoce el resultado. 
¿Tiene derecho a negarse, según esta redacción? 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, más que de responsabilidades, debería hablarse de obligaciones, 
porque es la contrapartida del artículo anterior, que se refiere a los derechos. Así se salvaría el tema 
del artículo 9%, que refiere a la responsabilidad frente a terceros, es decir, alguien tiene que responder 
si se genera un daño a terceros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, entonces, sustituiriamos la palabra 
“responsabilidades” por “obligaciones”. 


Léase el artículo 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9*.- Responsabilidad frente a terceros. Las entidades públicas y privadas que utilicen 
voluntarios en el desarrollo de acciones y programas con fines de bien común responderán frente a 
terceros por los daños y perjuicios causados por los mismos que participen en sus programas, como 
consecuencia de la realización de actuaciones de voluntariado”. 


-En consideración. 


SEÑOR DA ROSA.- Es lógico, porque si en la acción que se está realizando, aun cuando exista el 
propósito y el fin del bien común, se genera un perjuicio a terceros, estos últimos tienen derecho a 
reclamarle a alguien. Y de acuerdo con el esquema del proyecto de ley que estamos tratando, es lógico 
que el reclamo sea a la entidad pública o privada que utiliza la acción de los voluntarios. De manera 
que esa entidad tiene que saber que, de acuerdo con la ley, deberá responder si hay un daño 
ocasionado a terceros, precisamente porque estamos hablando de una acción voluntaria en la que no 
hay contraprestación de clase alguna. 


SEÑOR LORIER.- Simplemente quiero sugerir un cambio de redacción con respecto a este artículo. 
Considero que en lugar de decir “causados por los mismos que participen en sus programas” debería 
expresar “causados por quienes participen en sus programas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Léase el artículo 10%. 
(Se lee:) 


“Artículo 10*.- De la promoción del Voluntariado por el Estado. El Estado promoverá la acción 
voluntaria de las personas, mediante campañas de información, divulgación y reconocimiento de las 
acciones del voluntariado e implementará programas que eduquen sobre la importancia social del 
voluntariado con fines del bien común, en las distintas ramas de la Enseñanza”. 


-En consideración. 


SEÑOR LORIER.- Una gran parte de lo establece este artículo ya existía, pero lo novedoso e 
interesante es la referencia a implementar programas que eduquen sobre la importancia social del 
voluntariado en las distintas ramas de la enseñanza, lo que permitirá desarrollar políticas en lugares 
donde quizás prendan más, por decirlo de esta manera. 


SEÑOR SOLARI.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que promueve este artículo, pero quiero hacer 
la siguiente reflexión. 


En algunos países el voluntariado es parte de la currícula educativa en los últimos años de 
enseñanza primaria o en los primeros años de enseñanza secundaria. A su vez, en ciertos países 
tiene la siguiente característica: si un alumno tiene nota de promoción en otras asignaturas pero no 
completó la tarea de voluntariado, no puede pasar de grado. Dicho de otra manera, completar el 
voluntariado tiene como compensación el pasar de grado y, en ese sentido, es un beneficio. Ahora 
bien, el literal G) del artículo 7” expresa “El reconocimiento por el valor social de su contribución”, por 
lo que ese reconocimiento no puede ser monetario ni implicar otra contraprestación. Me pregunto si en 
la hipótesis planteada esto significa que la acción voluntaria sea un requisito indispensable para pasar 
de grado, lo que implicaría una contraprestación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted está proponiendo una modificación? 


SEÑOR SOLARI.- No; simplemente hago la consulta para que no haya una contradicción con lo que 
nosotros mismos queremos promover. En el artículo 10% se dice que el Estado promoverá la acción 
voluntaria mediante campañas de información y divulgación -aspectos en los que no hay problema- 
pero también que habrá reconocimiento a las acciones del voluntariado. Por ejemplo, pienso que parte 
de ese reconocimiento podría ser que fuera un requisito para pasar de año en la enseñanza. Lo dejo 
planteado para que no introduzcamos contradicciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que el reconocimiento lo había asociado a la divulgación; no 
había visto ese giro. La divulgación misma tiene una cuota parte de reconocimiento de las acciones del 
voluntariado. A través de la divulgación se puede reconocer a quienes realizaron el trabajo voluntario y 
los logros que se obtuvieron. 


SEÑOR DA ROSA.- A veces hay que hilar fino en la utilización de los términos porque hay conceptos 
tan amplios que si se empieza a hacer una interpretación “estirada”, nos puede llevar a situaciones 
absurdas o que van en contra de la misma ley. Cuando se dice que no podrán recibir retribución 
monetaria u otra contraprestación se debe ser cuidadoso, porque esa situación que plantea el señor 
Senador Solari es probable que suceda y es coherente con lo que propone el artículo 10% en cuanto a 
la promoción. Se debe buscar una forma de que los estudiantes tengan determinada propensión o de 
que la realización de acciones de voluntariado forme parte de su proceso educativo. Esa es una forma 
de que el Estado promueva la realización de acciones de este tipo. Al decir que no pueden recibir 
ningún tipo de contraprestación, alguien puede entender, con un criterio amplio, que al hablar de 
contraprestación tampoco puede recibir un premio o una promoción. En mi opinión, habría que acotar 
los términos a la real intención de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, estudiaremos mejor el tema del reconocimiento. 
Léase el artículo 11*. 
(Se lee:) 


“Artículo 11*.- Se establece el último fin de semana del mes de abril de cada año como 
Celebración Nacional del Voluntariado Juvenil y el día 5 de diciembre como el "Día Nacional del 
Voluntariado", en coincidencia con el "Día Internacional de los Voluntarios para el Desarrollo 
Económico y Social", establecido por la Asamblea General de las Naciones Unidas.” 


-En consideración. 


Este artículo no cambia nada respecto al proyecto, y con respecto a la Ley N* 17.885 agrega: 
“Se establece el último fin de semana del mes de abril de cada año como Celebración Nacional del 
Voluntariado Juvenil”. 


Léase el artículo 12. 


“Artículo 12.- Queda derogado a partir de la promulgación de la presente ley el artículo 63 de 
la Ley N* 18.719 y la Ley N* 17.885”. 


-En consideración. 


La Ley N* 18.719 corresponde a una Rendición de Cuentas que introdujo un cambio en el 
artículo 6* de la Ley N* 17.885. 


SEÑORA XAVIER.- Sugiero que se mencione que se derogan a partir de la promulgación de la 
presente ley el artículo 63 de la Ley N* 18.719 y el respectivo de la Ley N* 17.885. 


SEÑOR DA ROSA.- Me parece que es más correcta la redacción que propone la señora Senadora 
Xavier. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría que agregar la fecha de cada una de las leyes citadas. 
Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13. (Disposiciones transitorias).- Las entidades públicas y privadas definidas en el 
artículo 4% de la presente ley, que a la fecha de su promulgación desarrollen actividades con 
voluntarios, dispondrán de un plazo de ciento ochenta días para ajustarse a lo previsto por la misma, a 
contar desde la apertura efectiva del registro respectivo.” 


-En consideración. 
SEÑOR SOLARI.- El único registro que aparece en este proyecto es el del artículo 6*. 
SEÑOR DA ROSA.- Es un registro que estará a cargo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR LORIER.- Si estamos de acuerdo con algunas instancias que se plantearon con la finalidad de 
recabar información, habría que tomar alguna medida para ver de qué manera las podemos 
instrumentar. En ese sentido, propondría que la Presidencia, junto con la Secretaría, consultara a los 
respectivos Ministerios, al Banco de Seguros del Estado y a otras instituciones que fueron 
mencionadas en el intercambio de ideas mantenido en la tarde de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá, señor Senador. 


SEÑORA XAVIER.- Sugiero que, de ser posible, se incorporen los nomen juris en todos los artículos, 
ya que hay algunos en los que no figuran. Personalmente soy partidaria de ellos porque establecen 
cierto orden en el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la próxima sesión continuaremos con el tratamiento de esta iniciativa y 
seguramente el señor Senador Solari traerá asesoramiento, tal como planteó. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 5 minutos) 
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